
El segundo automóvil usado en el asalto a la
sucursal Express del BancoEstado en el centro de
Valparaíso fue hallado abandonado por la policía
en el sector de Montedónico, parte alta del cerro
de Playa Ancha.

Se halló al interior del vehículo los overoles que
tres de los implicados vestían al momento de ingre-
sar a las oficinas bancarias, ubicadas en avenida
Errázuriz esquina Señoret, a una cuadra de la plaza
Sotomayor y junto a dependencias pertenecientes a
la Armada. 

Ayer, la fiscalía de la Región de Valparaíso
ratificó que seguían siendo infructuosas hasta el
momento las diligencias efectuadas para dar con
los cinco antisociales: los tres que ingresaron al
banco para sustraer al menos $150 millones de la
caja fuerte más los dos que aguardaban afuera a
bordo de los vehículos.

El Departamento de Investigación de Organi-

zaciones Criminales de Carabineros (OS9) fue
designado por el Ministerio Público para llevar a
cabo la investigación, apoyada por la Sección de
Encargo y Búsqueda de Vehículos (SEBV) de la
policía uniformada.

Las pesquisas buscan reconstruir el operativo
desplegado por los delincuentes para cumplir su
objetivo, puesto que instalaron cadenas y miguelitos
en las cercanías de la segunda Comisaría de Carabi-
neros, ubicada a algunas cuadras del lugar, y arroja-
ron miguelitos y aceite en vías que consideraron
estratégicas para dificultar la persecución en su
contra y facilitar así su fuga. 

Se trata de acciones que fueron realizadas en
minutos. A las 8:30 horas, cuando los empleados
se disponían a abrir para cumplir la jornada saba-
tina que cumple la entidad bancaria, los delincuen-
tes irrumpieron en los dos vehículos, descendieron
y los redujeron rápidamente, golpeando con la
cacha de un arma en la cabeza al guardia y apun-
tando con otra a la cabeza de una funcionaria,

para obligarla a abrir la caja fuerte.
Conseguido el botín, los delincuentes huyeron del

lugar efectuando disparos. El hecho fue registrado
por testigos, que desde distintos ángulos captaron
videos con sus celulares que los muestran vistiendo
los overoles blancos y naranja y grabando el sonido
de los disparos, percutados al menos seis veces.
Otros, se percataron cuando los antisociales abrie-
ron las maletas del auto para descargar miguelitos.

El delegado presidencial de Valparaíso, Yanino
Riquelme (PC), repudió el accionar de los delincuen-
tes. “Queremos, primero, condenar el hecho. En
segundo lugar, condenar también la agresión de que
fue objeto el guardia de seguridad de dicha sucursal.
Hemos instruido a las policías para que se tomen
todas las acciones para encontrar y perseguir a
quienes fueron responsables de este acto”, dijo.

“Se están realizando las diligencias para poder
establecer tanto la participación, la dinámica del
hecho y la premeditación del mismo”, indicó la fiscal
de flagrancia de Valparaíso, Daniela Quevedo. 

BancoEstado, por su parte, mediante un comuni-
cado, agradeció el accionar de la policía y del Minis-
terio Público ante lo sucedido. “Una vez ocurrido el
incidente, se activaron los protocolos de seguridad,
en especial la contención a nuestros trabajadores
que son nuestra principal prioridad”, expresó la
entidad, que aseguró que la reapertura de la sucur-
sal tendrá lugar el miércoles. 

EN EL AUTOMÓVIL ABANDONADO FUERON ENCONTRADOS LOS OVEROLES CON QUE LOS IMPLICADOS OCULTARON SU IDENTIDAD EN EL ATRACO:

Aparece segundo vehículo usado en el asalto bancario en
Valparaíso, pero policía aún no da con los cinco asaltantes

DILIGENCIAS .—Luego del robo, se realizaron múlti-
ples pesquisas en la sucursal bancaria. 
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EQUIPO DE CIUDAD

Casi 700 documentos y 90 testigos
espera validar la Fiscalía Metropolita-
na Centro Norte en la audiencia de
preparación de juicio oral contra el ex-
ministro de la Corte de Apelaciones
de Santiago y de Copiapó Juan Anto-
nio Poblete y el exjefe de Inteligencia
del Ejército Schafik Nazal, en el caso
en que se pesquisaron escuchas telefó-
nicas irregulares respecto de una de-
cena de personas, incluidos periodis-
tas. Por estos hechos —de presuntas
interceptaciones maliciosas de comu-
nicaciones y falsificación ideológica
de instrumento público—, los investi-
gadores piden 20 años de cárcel para
los dos acusados.

Sin embargo, para avanzar en el
proceso penal la fiscalía primero debe
conseguir que este lunes la Sexta Sala
del tribunal de alzada capitalino revise
la querella de capítulos que presentó
contra Poblete, valide la acusación en
su contra y dé luz verde a la prepara-
ción de juicio oral respecto del exma-
gistrado. Para ello, trabaja de forma
coordinada con el director Antico-
rrupción del Ministerio Público, Euge-
nio Campos, quien participa activa-
mente en este proceso. 

Con esta serían dos las
instancias en las que el
Ministerio Público
usaría la querella
de capítulos. Pri-
mero, lo hizo
para pedir cau-

telares contra Poblete y ahora para las
siguientes etapas en este caso. Se trata
de un recurso legal que se exige, co-
mentan al interior del ente persecutor,

para solicitudes contra jueces y tam-
bién fiscales. Es una especie de

desafuero, que permite la “for-
mación de causa” con antece-
dentes serios.

n Piden excluir 
a ministro de sala

Pero hoy los intervi-
nientes en el caso no po-

drán abordar el fondo del
mismo hasta que se resuel-
va la recusación que el fiscal

regional metropolitano
Centro Norte, Xa-

vier Armendá-

riz, presentó contra el ministro de la
Corte de Santiago Antonio Ulloa, hoy
indagado también por el Ministerio
Público, en una de las aristas del caso
Audio, para que se inhabilite de ver
presentaciones relacionadas con la
causa contra el exjuez Poblete.

“Vengo en solicitar a su señoría sir-
va recusarse amistosamente para inte-
grar la Sexta Sala de esta Corte, llama-
da a pronunciarse sobre la querella de
capítulos presentada por el Ministerio
Público respecto del señor Juan Anto-
nio Poblete Méndez. Lo anterior, por
la referida causal de recusación, que
señala: ‘Tener el juez con alguna de las
partes (en el juicio) amistad que se ma-
nifieste por actos de estrecha familiari-
dad’”, detalló Armendáriz.

Y agrega: “La referida solicitud se
funda en la existencia de antecedentes
en la investigación (...), particular-

mente, en los Informes Policiales N°
210 de 31 de Mayo de 2024, y N° 12 de
7 de Enero de 2025, de Policía de In-
vestigaciones de Chile, que dan cuen-
ta de conversaciones a través de la
aplicación WhatsApp, cuyo conteni-
do y tenor revelan la existencia de una
relación de amistad estrecha entre el
querellado, señor Juan Antonio Po-
blete Méndez, y el señor ministro An-
tonio Ulloa Márquez”.

n Aumentan víctimas
en la indagatoria

Conocedores de la causa indican
que, además, aumentaron las víctimas
en el caso, luego que se identificara a
otras personas cuyos teléfonos fueron
interceptados, lo que se debatiría tam-
bién durante esta jornada.

La acusación del Ministerio Público
incluyó 15 delitos reiterados de inter-

ceptación maliciosa de comunicacio-
nes y nueve ilícitos de falsificación
ideológica de instrumento público.
Los afectados eran denunciantes del
fraude en la institución castrense, pe-
riodistas y otros funcionarios del Ejér-
cito, que fueron investigados por mo-
tivos laborales e, incluso, amorosos,
según la indagatoria.

n Coordinación para obtener
autorizaciones judiciales

Sobre el detalle de los hechos, el es-
crito del Ministerio Público advierte
que “durante el año 2016 y hasta
principios de 2018, mientras el gene-
ral de Brigada del Ejército de Chile,
Schafik Gonzalo Nazal Lázaro, se de-
sempeñó como director de Inteligen-
cia del Ejército (en adelante DINE),
solicitó, ordenó y dirigió una serie de
operaciones ilícitas en las que se in-
terceptó y grabó, sin la debida autori-
zación, diversas señales de telefonía
móvil de servicios públicos de teleco-
municaciones. Para lograr lo ante-
rior, bajo una licitud solo aparente, el
imputado Nazal Lázaro, en su cali-
dad de Director de Inteligencia, soli-
citó interceptaciones telefónicas me-
diante oficios del DINE, todos suscri-
tos por él, obteniendo oficios secretos
de carácter judicial, dirigidos a Com-
pañías de Telecomunicaciones”.

También, que “todos estos oficios se-
cretos fueron suscritos por el Ministro
de la Corte de Apelaciones de Santiago,
el imputado Juan Antonio Poblete Mén-
dez, designado para dictar autorizacio-
nes judiciales de acuerdo con el artículo
24 de la Ley N° 19.974 sobre Sistema de
Inteligencia, los que ordenaron judicial-
mente a las compañías telefónicas, la in-
tervención, monitoreo y registro de di-
versas comunicaciones telefónicas”.

Mientras que la querella de capítu-
los contra el ministro Poblete añade:
“De este modo, sin que hubiera una
autorización debida, por la existencia
de finalidades ajenas a la ley —por lo
tanto, ilícitas— se intervinieron los te-
léfonos de personas que en modo al-
guno ponían en riesgo la seguridad
nacional; sino que tenían en común
haber sido, de algún u otro modo, de-
nunciantes de distintas irregularida-
des dentro del Ejército, realizar publi-
caciones en el ejercicio de la labor pe-
riodística, o, simplemente por mante-
ner una relación sentimental”.

Indagatoria por escuchas ilegales, en que se solicita pena de 20 años 

Piden inhabilitar a ministro
Ulloa en caso de exjuez
Poblete: Corte define si da
curso a acusación y juicio 

LORENA CRUZAT 

Según la fiscalía, en la causa hay “conversaciones a través de la aplicación
WhatsApp, cuyo contenido y tenor revelan la existencia de una relación de
amistad estrecha” entre ambos. Hoy se alega querella de capítulos para
que proceso pueda continuar avanzando. 

Juan Antonio
Poblete,
exministro de
las cortes de
Apelaciones de
Santiago y
Copiapó. 

P
O

D
E

R
 J

U
D

IC
IA

L

LUNES 24 DE MARZO DE 2025 C 7

Luego de un juicio que duró
menos de dos semanas, la cúpu-
la de la organización criminal
Tren del Coro, compuesta por
dos venezolanos y un colombia-
no, en junio del año pasado reci-
bió condenas que suman 34
años de cárcel por asociación ilí-
cita, robo con intimidación, te-
nencia ilegal de arma de fuego y
tráfico de drogas.

El proceso fue paralelo al de
Los Gallegos, tentáculo del Tren
de Aragua del que se descolgó el
Tren del Coro por disputas terri-
toriales, según revelaron inves-
tigaciones policiales. 

Hace casi tres semanas, el jui-
cio a Los Gallegos, que comenzó
en abril de 2024, tuvo como de-
senlace que 34 de sus integran-
tes recibieran condenas desde
541 días de presidio hasta cade-
na perpetua, sumando cerca de
560 años de cárcel. 

Se estableció su responsabili-
dad en delitos como asociación
ilícita, homicidio, homicidio
frustrado contra carabinero, se-
cuestro extorsivo y trata de per-
sonas, además de tráficos de ar-
mas y drogas. A lo anterior se su-

maron disparos injustificados y
amenazas a funcionarios de la
Policía de Investigaciones (PDI)
y Gendarmería. 

Los procesos —realizados bajo
fuertes medidas de seguridad—
fueron considerados un hito para
combatir al crimen organizado,
pero la amenaza persiste.

Autobomba y 
atentado a una cárcel

En mayo pasado, tribunales
de Linares, Concepción y Te-
muco fueron evacuados luego

que en Arica se recibiera un lla-
mado telefónico alertando so-
bre la instalación de artefactos
explosivos en represalia al jui-
cio a Los Gallegos.

Resultaron ser falsas alarmas,
aunque luego, en diciembre pa-
sado, el Ministerio Público con-
firmó que hubo un plan para ins-
talar un autobomba en el acceso
a tribunales de Arica y atentar
contra la cárcel local.

Ambos fueron precedentes de
otra amenaza develada en los úl-
timos días: Carabineros habría
recibido amenazas, por vía tele-

fónica, desde Los Gallegos o su
entorno, sobre posibles ataques
a unidades policiales. 

Ni la institución, ni el Gobier-
no confirmaron públicamente lo
ocurrido, aunque el subsecreta-
rio del Interior, Luis Cordero, in-
dicó que “por razones de seguri-
dad, no voy a comentar situacio-
nes específicas (...). Pero, en ge-
neral , tanto los tribunales,
Gendarmería, PDI, Carabineros,
frente a las circunstancias de es-
tas características, toman medi-
das preventivas”. Y añadió que
“tienen un protocolo de actua-

ción, que permite resguardar no
solo los establecimientos, sino
que a los funcionarios que de-
sempeñen funciones relevantes
en el sistema de persecución”. 

La indagatoria a Los Gallegos,
que se activó en 2022, tuvo
agentes encubiertos y otros que
fueron trasladados a otras regio-
nes, al igual que un fiscal.

Hubo tres muertos
en casi 24 horas

En la toma Cerro Chuño, bas-
tión de Los Gallegos, una balace-
ra ocurrida el domingo 16 de
marzo dejó a dos venezolanos
fallecidos y a otras cuatro perso-
nas heridas. La PDI informó que
a la intersección de una calle y
un pasaje llegó un vehículo del
que se bajaron dos individuos.
Hubo más de 30 disparos. 

Un día antes, el 15 de marzo,
un peruano murió luego de que

un grupo de individuos irrum-
piera en una plaza de la pobla-
ción Juan Noé, al norte de la ciu-
dad. Hubo disparos y uno de los
proyectiles alcanzó a la víctima,
que estaba al interior de su casa.
Se indaga si ambos hechos están
relacionados. 

En los últimos días, en tanto,
aumentaron las solicitudes de
extradición de integrantes de
Los Gallegos que huyeron del
país para evitar el juicio y las
condenas. Según registros del
Ministerio Público, esas peticio-
nes ya subieron a 13 y a cuatro
países: EE.UU. (Chicago), Perú,
Ecuador y Colombia. 

“Uno no se podría sorprender
de que en las organizaciones que
se están desmantelando haya su-
jetos que den señales de que in-
tentan ocupar su lugar, mostrar
actividad. No es la primera vez
que existen amenazas”, señaló el
fiscal nacional, Ángel Valencia.

Nueva ola de asesinatos y riesgo de ataques a unidades policiales:

Crimen organizado no cede
en Arica, a pesar de grandes juicios

MARIO ROJAS M. Y DIANA VALDIVIA

A casi tres semanas de las condenas a Los Gallegos, 
brazo operativo del Tren de Aragua, todavía no se concreta
su disolución total. Algunos de sus integrantes que huyeron
del país todavía son buscados.

ZONA CRÍTICA.— En Cerro Chuño, en los últimos días hubo una balacera
que dejó a dos venezolanos muertos y a otras cuatro personas heridas. 
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34
integrantes de Los Gallegos —31

venezolanos y tres chilenos—
fueron condenados a penas que

incluyeron cadena perpetua.

2
son las asociaciones delictuales
desbaratadas en los últimos días,
con 10 detenidos por tráfico de

drogas y tenencia ilegal de armas.

4
son los países a los que se han

realizado solicitudes de extradi-
ción: Estados Unidos, Perú, Ecua-

dor y Colombia. 

NACIONAL

“Sin que hubiera una autorización debida, por la
existencia de finalidades ajenas a la ley —por lo tanto,
ilícitas— se intervinieron los teléfonos de personas que en
modo alguno ponían en riesgo la seguridad nacional”. 
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